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estimó acreditados los hechos imputados al actor por la empresa en
la carta en que le comunicaba la sanción, si bien, no otorgándoles
la trascendencia que les diera la empresa, re'dujo la sanción
impuesta en lo que estimó adecuado, y en cuanto al acuerdo
sindical aducido por el actor, señaló que no puede afectar a las
normas de Derecho público que se contienen en la Ley de
Procedimiento Laboral. La Magistratura de Trabajo se pronunció,
pues, acerca de 10 que el hoy recurrente en amparo alegó anteel1a.
respondiendo su sentencia a lo que se le planteó en la demanda.

Tercero.-Lo que ocurre es que el recurrente no planteó su
demanda en el proceso a quo tal y como pretende ahora, en el
recurso de amparo, que lo hizo; no faitándole razón al Ministerio
Fiscal cuando señala diferencias entre las alegaciones del recurrente
.ante la Magistratura de Trabajo y ante el Tribunal Constitucional.
Es indudable que ante la Magistratura de Trabajo el recurrente hizo
valer una discriminación referida al derecho de igualdad del arto 14
de la C.E., supuestamente producida por el hecho de que se le
sancionara por un comportamiento que se$ún él es habitual en la
práctica bancaria, y no lo es menos que pidió que se declarase nula
o, subsidiariamente, improcedente, la sanción de que fuera objeto;
mientras que ante este Tribunal hace hincapié en la presunta
existencia de una continua discriminación por razón de su activi­
dad sindical atentatoria al derecho de libertad sindical del arto 28.1
de la C. E., resultando ser) a su juicio, la sanción impuesta por la
empresa una simple manirestación de dicha discriminación, por lo
que el recurrente solicita que, ordenemos, como se indica en el
antecedente primero d), «<cesen ,las discriminaciones de que es
objeto», y además declarar (el derecho a la improcedencia de la
sanción, o, subsidiariamente, que se repongan los autos al momen­
to de dictarse la Sentencia, que habrá de contener decisiones sobre

.las discriminaciones aludidaS». Esta dualidad de enfoques da lugar
a una ambigüedad que debe ser despejada. Porque hemos visto que
la Sentencia impugnada dio respuesta a lo que al Magistrado de

, Trabajo se había planteado, y mal podría darla a lo que entonces
no se le pidiera. De lo dicho se desprende que la Sentencia
impugnada no ha infringido el derecho a sindicarse libremente,
reconocido por el arto 28.1 de la Constitución. Y por esta razón no
es aplicáble al presente caso la doctrina de la Sentencia de esta Sala
numo 55/1983, de 22 de junio (<<Boletín Oficial del Estado» de 15
de julio), que en los escritos de alegaciones trae a colación el
recUrrente, pues prescindiendo del hecho de que el promotor del
recurso resuelto por dicha Sentencia era un representante de los
trabajadores de la respectiva empresa y el del actual no lo es, la
reclamación de aquél se dirigía contra actos de específica discrimi­
nación por motivos sindicales, lo cual no es el caso, como hemos
visto, aquí. En el supuesto que consideramos, el recurrente fue

3613 Sala Primera. Recurso de amparo número 911983.
Sentencia número 17/1985. de 9 de febrero.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta por
don Manuel García-Pelayo Alonso, Presidente, y don Angel Latorre
Segura, don Manuel Diez de Velasco Vallejo, doña Gloria Begué
Cantón, don Rafael Górnez-Ferrer Morant y don Angel Escudero
del Corral, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente
SENTENCIA

En el recurso de amparo 9/1983, interpuesto por el Procurador
de los Tribunales don Santos de GandarilIas y Carmona, en.
nombre y representación de don ,Enrique Carrasco Sainz. y don
Francisco Javier Montes Pérez, bajo la dirección del Abogado don
Fernando Aguile'ra Luna, contra sentencia dictada por la Sala Sexta
del Tribunal Supremo el día 2 de diciembre de 1982, que desestimó
recurso de casación por infracción de ley. Han comparecido el
Ministerio Fiscal y el Abogado del Estado, y. ha sido Ponente la
Magistrada dona Gloria Degué Cantón, quien expresa el parecer de
l. Sala.

I. ANTECEDENTES

Primero.-Con fecha 29 de junio de 1981, la Magistratura de
Trabajo núm. 2 de las de Sevilla dictó sentencia desestimatoria de
demanda en reclamación de cantidad, fonnulada por don Enrique
Carrasco Sainz y don Francisco Javier Montes Pérez contra la
Universidad de Sevilla. '

Segundo.-Frente a dicha sentencia los demandantes interpusie~

rOD' recurso de casación por infraccion de ley y doctrina legal,
mediante escrito cuya mot~vación es la siguiente:

Motivos del recurso:

sancionado por la empresa por un hecho objetivo que la jurisdic­
ción laboral valoró como suficientemente justificatiYo de sanción,
sin que quepa afirmar que tal hecho no fuera la causa determinante
de la referida sanción.

Cuarto.-Tampoco ha sido conculcado por la Sentencia impug­
nada el derecho a la igualdad del arto 14 de la c.E.. pues el
reC'urrente, si bien pretende que el hecho sancionado es admitido
como práctica bancaria habitual, no acredita que haya recibIdo un
trato distinto al recibido por otros trabajadores en situación
idéntica. .

Quinto.-En cuanto a la invocación por el recurrente del
arto 24.1, no puede en modo alguno decirse que en el proceso ante
la Magistratura de Trabajo se produjera indefensión en el rccurren~

te, pues pudo éste utilizar los medios de defensa previstos en la Ley
y el proceso finalizó con una Sentencia que. después de valoradas
las pruebas, daba una respuesta, razonada y formulada en Derecho.
a la petición hecha por el actor. .

Sexto.-Las alegaciones presentadas por el actor no conducen. en
realidad, sino a un examen de los hechos que dieron lugar a ·Ia
sanción impuesta, de revisar los supuestos fácticos y a la considera­
ción que, a efectos de la sanción impuesta al trabajador. tales
supuestos merecieron al Juez laboral. lo cual desbordaría los Itmites
del recurs.o de amparo tal )' corno quedan fijados por el ano 44.I.b)
de la LOTe.

Séptimo.-En el último escrito de alegaciones formuladas por el
demandante de amparo, alega éste, asimismo, una supuesta vulne­
ración del principio de legalipad, consagrado por el arto 25.1 de la
c.E. Dicha alegación resulta extemporánea Es planteada en un
momento procesal en el que no cabe que sea examinada y. en su
caso. a que le conteste el Ministerio Fiscal y la otra parte personada
en el proceso de amparo.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional.
POR LA AUTORIDAD QUEJ.,E CONFIERE LA COc;STlTU­
ClON DE LA NAClON ESPANOLA,

Ha decidido:
Denegar el amparo solicitado.

Publiquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del ESt¡).do».
Dada en Madrid a 8 de febrero de 1985.-JerÓnimo Arozarnena

Sierra.-Francisco Rubio L1orentc.-Luis Díez-Picazo v Poncede'
León.-Francisco Tomás y Valicnte.-Antonio Truyol Se­
rra.-Francisco Pera Verdaguer.:-Firmados y rubricados.

Unico.-Fundado en el número primero del arto 167 de la Lev de
Procedimiento Laboral (LPL) por cuanto la sentencia impugñada
contiene: .

A)' Violación por inaplicación total, debjda con arreglo a sus
arts. 1.0, 2.° Y 3.° de la Orden ministerial de 25 de noviembre
de 1976, que aprobó la Ordenanza Laboral para Establecimi~nlOs
Sanitarios de Hospitalización, Consulta y Asistencia.

B) Aplicación indebida,' pOr inadecuación a los hechos, del
Real Decreto de 28 de octubre de 1977, Orden ministerial de 9 de
diciem9re de 1977 y Orden en desarrollo de 21 de enero de 1978.

C) Con carácter subsidiario: Violacipn por inaplicación del
arto 29 de la Ley de Régimen Jurídico de la Administración dd
Estado y del arto 107 de la Ley de Jornada Máxima de 1 de julio
de 1931. _

D) Con carácter subsidiario: Violación por inaplicación del
arto 1°, párrafo 2.°, de la Orden ministerial de 9 de diciembre
de 1977.

En relación con el presente recurso de amparo. es conveniente
señalar que, respecto al apartado A), los recurrentes razonan sobre
la aplicación de la mencionada Ordenanza y, en concreto. de los
artículos 39 y 65 de la misma, añadiendo que los criterios por ellos
mantenidos han sido seguidos 'por el Tribunal Central de Trabajo
en procedimientos similares, eolos que 'además fue también parte
la Upiversidad de Sevilla (Sentencias de 3'"de noviembre de 1978
y 3J de octubre de 1979). En cuanto al apartado B), los recurrentes
aducen que las normas en las que se basa la Magistratura dr
Trabajo para desestimar la demanda no son de aplicación. pues son
normas relativas al personal médico al servicio de la Seguridad
Social y ellos no reúnen tal cualidad por ser personal por cuenta
ajena al servicio de la Universidad de Sevilla.

TeI;cero.-Con fecha 2 de diciembre de 1982, la' Sala Sexta del
Tribunal Supremo dictó sentenCia desestimando el recurso. El
único considerando de la' misma dice 'literalmente así: «Que el
único motivo del recurso que interponen los médico.,; reclamantes
se funda en el número primero dcl arto 167 de la Ley de

-
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Procedimiento Laboral y por estimar violación por inaplicación
total de los aIts. 1. 0, 2. 0 y 3. 0 de la Orden de 25 de noviembre de
1976, que aprobó la Ordenanza Laboral para Establecimiemos
Sanitarios de Hospitalización. Consulta y Asistencia. aplicación
indebida por inadecuación a los hechos del Real Decreto de 28 de
octubre de 1977, Orden ministerial de 9 de diciembre de igual año
y Orden en desarrollo de 21 de enero de 1978, relativos a personal
médico al servicio de la Seguridad Socü:ll; y con carácter subsidia­
rio, violación por inaplicación del arto 29 de la Ley de Régimen
Jurídico de la Administración del Estado y del arto ID? de la Ley
de Jornada Máxima de 1 de julio de 19'831, Yasimismo. del arto 3.°,
párrafo 2. 0

• de la Orden mInisterial de 9 de diciembre de 1977,
planteamiento acumulado de dIferentes conceptos de infracción,
que vulnera lo dispuesto en el ano 1.720 de la Ley de Enjuiciamien­
to Civil para la formalización de los recursos de casación, es decir,
la necesaria precisión y claridad. sin involucrar la violación por
inaplicación y la, aplicación indebida, y no haciendo cita genérica
de normas legales; defectos proces~les que conforme a reiterada
doctrina de esta Sala (Sentencias de 24 de mayo de 1976, 15 de
enero de 1979, 30 de marzo y 5 Y 10 de abril de 1981, I1 Y 27 de
febrero y 10, 11 Y29 de mayo y 23 y 30 de septiembre de 1982,
entre otras), son motivo para la inadmisión, y subsiguiente desesti­
mación del recurso».

Cuano.-Mediante escrito que tiene su entrada en este Tribunal
Constitucional el dia 8 de enero de 1983" el Procurador de los
Tribunales don Santos de Gandarillas Carmona, en nombre y
representación de don Enrique Can JSCO' Sainz y don Francisco
Javier Montes Pérez, interpone recurso de amparo contra la
mencionada sentencia, por estimar .que esta, al no entrar en el
fondo de la cuestión planteada ale~ando que el recurso era
inadmisible por falta de precisión y ciandad y presunta vulneración
del art. l. 720 de la LEC, infring~ el arto 24.1 de' la Constitución, que
otorga el derecho a la' tutela judicial efectiva sin que se produzca
indefensión, máxime si se tiene en t:uenta que en el pre¡;,ente caso
no cabía recursQ de apelación. En consecuencia, interesa de este
Tribunal Constitucional dicte sentencia por la que otorgue el
amparo solicitado y declare ñula la sentencia impu~nada, dispo­
niendo lo 'pertinente a fin de que el Tribunal Supremo admita el
recurso interpuesto y entre a conocer del fondo del asunto.

La representación de los recurrentes pone de manifiesto que.eI
hecho de que la desestimación formal de los recursos de suplicacióh
sea la excepción, mientras que en los de casación pueda considerar­
se la regla, como resulta del examen de los lndices del Repertorio

'de Jurisprudencia de Aranzadi, reneja un formalismo excesivo e
inflexible por parte del Tribunal Supremo, que, al no existir un
trámite previo de- subsanación, supone una interpretación de las
normas legales que afecta negativamente· a las posibilidades de
defensa de los recurrentes, amparadas pOr el texto constitucional,
y a su derecho a una tutela jud1\.:ial cf~ctiva. contenido en dicho
texto. Y es ese rigorismo formal -aic'ga- el que ha llevado en el
presente caso a la inadmisión del recurso de casación y ha
producido, en consecuencia, la vulneración del arto 24 de la
Constitución.

Señala la representación de Jos recurrentes recurrentes que el
recurso de casación interpuesto no puede tacharse de «impreciso y
falto de claridad»; de su tenor literal se deduce precisa y claramente
lo que se pide y en 'qué se funda la petición, y se da exacto
cumplimiento al arto 1.720 de LEC, que tan sólo exige la separación
en párrafos separados y numerados cuando fueren dos o más los
motivos del recurso. Por otra parte. el arto 167 de la LPL
implícitamente define el «motive.», de forma gramaticalmente

, congruente, como «(causa de recurso» y en el presente caso se han
incluido en el mismo «moti .....0» los diferentes apartados por
considerar que todos ellos obedecían al mismo concepto, es decir,.
a la misma causa de recurrir: La del número 1.0 del mencionado
arto 167 de la LPL.

Resulta claro y evidente. a juicio de la representación de los
recurrentes. que una cuestión terminológica no puede conducir a
que el órgano judicial no se pronuncie sobre el fondo del asunto,
máxime en la rama social del Derecho. en la que. como reiterada­
mente ha sostenido el Tribunal Ccnlral de Trabajo, el rigorismo
fomial de todo recurso ~xtiaordlOario ha de atenuarse para facilitar
la defensa del trabajador. .

Finalmente, aduce la representación de los recurrentes que
cuanto sea o signifique, restricción de los derechos de los ciuaada~
nos ha de interpretarse de manera restringida y que la inadmisión
del recurso de casación no· reSpOnde a tal criterio restrictivo.

Quinto.-Por providenCia de 9 de febrero de 1983, la Sección l.a
de la Sala Primera de este Tribunal "onstitucional acuerda admitir
a trámite la demanda de amparo )'. en aplicación de lo dispuesto
en el ano 51 de la Ley Orgánica del Tribunal Consti-tucional
(LOTC), requerir a la Sala Sexta del Tribunal Supremo la remisión
de .las actuaciones, o testimonio qe ellas, y el emplazamiento de
qUienes fueron parte en el recurso de casación.

-

Sexto.-Mcdiante providencia de 23 de marzo de 1983. la
Secóón acuerda tener por reclbi.das las actuaciones y por penonado
el Abogado del Estado, y, en apl1cación del art. 52 de la LOTC, d~r
vista de las mismas, por plazo común de veinte días, al Mmisteno
Fiscal, al Abogado del Estado y a los solicitantes de amparo para
que puedan presentar las ,alegaciones que estimen procedemes. .

Séptimo.-EI Abogado del Estado, en su escrilo de 15 de abnl
de 1983, señala que al no existir en la casación laboral un trámite
especial de admisión como existe en la casación civil, ias causas de
inadmisión, basadas en ei incumplimiento de los arts. l.720 Y l.729
de la L.E.e. se convienen en causas de desestimación del recurso,
y, por lo tanto, resulta ajustada a derecho la sentencia impu$"ada,
que desestima el recurso de casación porque en eJ, ('scnto de
furmalización del mismo se produce una acumulaCIón de los
diferentes conceptos de infracción, involucrand() la violación por
inaphcación y la aplicación indebida, y porque, asimismo, en el son
citadas $enéricamente las normas legales. . '

A jUlcio del Abogado del Estado, la lectura de dlCho escnto
confirma plenamente los defectos de forma señalados en la
mencionada sentencia. Los recurrentes -dice- fundamentan el
recurso en un motivo único, que divide en cuatro submotivos, A),
B), C) y D). Respecto al A), no se indica en la. r~tul~ció~ del
submotlvo qué preceptos concretos de la Orden mlOlstcnal Citada
sun los concretamente inaplicados por el Magistrado dt: instancia,
50i bit:n al desarrollar el motivó se citan ciertamente 10<;, ans. 39 y
65 de la mencl('nada Orden que aprueba la Ordenanza laboral. en
relaCIón con el arto 23 de la derogada Ley de Relaciones Laborales
y 35.2 del Estatuto de los Trabajadores, y, asimismo, se invocan el
arto 10 de (<1a derogada Ley de Contrato de Trabajo», el art. 4 de
la Ley de 16 de octubre de 1942, «derogada en relación con la
disposición transitoria segunda del Estatuto de los Trabajadores»,
y los arts. \0 y 17.\ de la «Ley de \0 de marzo de 1980». En el
segundo submotivo, no se concretan los preceptos de las disposicio­
nes citadas que se estiman indebidamente aplicados, ni realmente

- se razona lo indebido de la aplicación. Respecto a los dos últimos
submotivos, son de carácter subsidiario y el razonamiento que
contienen es totalmente hipotético.

De lo anterior oeduce el Abogado del Estado que el escrito de
formalización del recurso de casación no cumple el req.uisito de
precisión y claridad, reqUl5oito que ha de exigirse más intensamente
en dicho recurso. . .

Considera el Abogado del Estado que, con carácter previo al
examen de la posible inconstitucionalidad de la sentencia impugna~
da por vulneración del art 24.1 de la Constitución, conviene
recordar la configuración legal y jurisprudencial de los requisitos de
forma en la «formalización» de la casación laboral y la doctrina del
Tribunal Constitucional relevante para el caso.

Respecto a la primera cuestión, el Abogado del Estado pone de
relieve que la casación no constituye una segunda ° tercera
instancia. La casación cumple una función política y asegura la
vinculación del Juez a la Ley y al Derecho (arts. 9.°, 1, Y ] 17. 1, de
la Constitución), complementando el ordenamiento Jurídico al
sentar jurisprudencia (art. 1.0, 6. del Código Civil). Esta raiz de la
casación explica su carácter extraordinario y el peculiar formalismo
casacional, que está al servicio del logro ~e una transparencia y
nitidez absoluta en la formulación de las cuestiones que se someten
al Tribunal Supremo. La daridad y precisión son absolutamente
imprescindibles, ya que el Tribunal no. puede conocer más que,de
los estrictos motivos casacionales, y sólo cuando estos son formula­
dos de modo claro y preciso puede discernir si el punto es de
aquellos a los que alcanzan sus poderes. Las exigencias formales,
pues, contenidas en los arts. 1.720 y 1.729 de la LEC, deben ser
estrictamente observadas. .

Así lo ha reconocido la jurisprudencia laboral, a pesarde que la
Sala Sexta del Tnbunal Supremo ha «atenuado» de manera
acusada el rigorismo casacional, pronunciándose incluso «a mayor
abundamiento» sobre la cuestión de fondo, no obstante haber
desestimado el recurso por defectos formales. Dicha jurisprudencia
la sintetiza el Abogado del Estado en los siguientes términos: a) que
no pueden citarse genéricamente como infringidas leyes o disposi­
ciones, sino que hª, de concretarse el precepto infnngido, y el
concepto en que lo haya sido, y que cuando un artículo comprende
varios números o parrafos., debe decirse concretamente cuál se
reputa infringido; b) ,Que se articulen «tantos motivos como
preceptos concu1cados», sin Que quepa conjuntar o acumular «en
un solo motivo» distintos conceptos de infracción (violación,
interpretación errónea, áplicación indebida), ni enunciar alternati­
vas de infracción por distinlos «concepto~, debiéndose precisar
«cuál de las formas de vulneración se entiende cometida».

En cuanto a la jurisprudencia del Tribunal Constitucional a tal
respecto, el Abogado del Estado la sintetiza en los siguientes
puntos:

a) La tutela a que se refiere el artículo 24, 1, de la Constttuflón
«no slgmtica que para todas las cuestiones esté abIerto nccesana­
mente un recurso como es el de casación, calificado legalmente de
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extraordinario», siendo el «control de admisibilidad indispensable
en un rec)Jrso de esta naturaleza». '

b) El Tribunal Constitucional «no controla la violación de la
Ley, sino la violación de la Constitución», y únicamente podría
otorgar el amparo en la medida en que DO sólo juzgara errónea o
excesivamente formalista la jurisprudencia sobre defectos de· forma
en la casación laboral, sino Que considerara también que una
.«interpretación tradicional y venerable» violaría la Constitución;
en lo que se trata de mera interpretación el Tribunal Supremo usa
del «margen de apreciación» que debe entendérsele cOllferido por
la Constitución.
. e) No existe 4ffiorma o principio alguno en la Constitución que

obligue a la existencia· de doble instancia o de unos determinados
recurso~ en materia laboral». por lo que «es posible la inexistencia
de recursos o condicionar' los previstos al cumplimiento de
determinados requisitos, perteneciendo al ámbito de libertad del
legislador establecer unos u otros en la forma que considere
oportuno», si bien «no goza de absoluta libertad, ya que constitu­
ctonalmente no son admisibles aquellos obstá.culos que puedan.
estimarse excesivos, que sean producto de un innecesario formahs­
rnQ y que .no se compaginen con el derecho a la justicia o que ·no
aparezcan como justificados o proporcionados conforme a las
finalidades para las que se establezcaID). .

d) El derecho a la tutela jurisdiccional efectiva comprende el
de obtener una resolución fundada en derecho, favorable o no a la
pretensión del actor, que podrá ser de inadmisión si concurre causa
legal para ello y así lo acuerda el luezo Tribunal en aplicación
razonada de la misma.

Sobre estas b;ses el Abogado del Estado interesa de este
Tribunal Constitucional deniegue totalmente el amparo solicitado,
razonando en los siguientes tél1J1inos:

a) Es canstituciontlmente lícito que el legislador, justificada y
razonablemente, condicione un recurso al cilmplimientd'de ciertos
requisitos, por lo que si estos no se cumplen, no se produce
indefensión alguna por el hecho de que el órgano judicial no entre
en el fondo del a$unto.

b) No cabe comparar el recurso de casación con el de
suplicación en reljlción con el mayor rigorismo formal exigido al
pnmero, dada la diferente naturaleza de uno'y otro, derivdda a su
vez de la diferente posición del Tribunal Supremo (Sala Sexta) y del
Tribunal Central de Trabajo..

c) El derecho a la tutela jurisdiccional efectiva DO otorga un
derecho incondil;:ionado a obtener una decisión de fondo Y. por lo
tanto, la desestimación de un recurso por razones formales no viola
este derecho ni produce indefensión en la medida en que encuentre
una base en )a Ley. ajustada esta a la Con$titución o repose en una
interpretación razonable de la misma.

d) La interpretación simplificada del articulo 1. 720 de la LEC
que hacen los recurrentes -y que oponen a la tradicional interpreta­
ción de la Sala Sexta del Tribunal Supremo- desconoce la propia
letra del mencionado artículo y su relación con el 1.7Z9. espeCial­
mente en los números 4 y 6.

La intérpretación dada a los mencionados artículos p'0r el
Tribunal Supremo es absolutamente lícita. razonable y plaUSIble. al
entender que la exigencia de precisión y claridad de las citas legales
o jurisprudenciales y de su concepto, en relación con la exigencia
de separación en párrafos, impone no ya la cita del artículo o
párrafo o apartado concreto de un artículo, sino el que se numeren
y separen «tantos motivos cuantos preceptos conculcados» y que,
como r~a, no se acumulen en un solo motivo diversos «concep­
toS)) de mfracción y menos en relación de dudosa compatibilidad
O con razonamientos hipotéticos. «PrecisiÓn» y «claridad» en el
artículo 1.720 de la LEC son conceptos indeterminados para cuya
interpretación existe ex propia natura un margen de libertad,
especialmente amplio cuando la interpretación la realiza el órgano
que culmina el poder judicial y que al decidir un recurso extraordi­
nario sienta jurisprudencia, con función de nomofilaxis, razones
todas que justifican un mayor rigorismo formal.

En el caso que nos ocupa -concluye el Abogado del Estado-, la
tradicional interpretación de los arts. 1.720 y 1. 729 de la LEC
respecto a los requisitos formales del escrito de formalización de la
casación no contraviene o viola el arto 24 de la Constitución. Tales
exigencias formales sólo imponen una carga de especial cuidado y
diligencia a la parte que,"recurre en casación, de ningún modo
excesiva o irrazonable si se tiene en cuenta el significado de la
casación, y el recurso de amparo, como el Tribunal Constitucional
ha declarado reiteradas veces, se da contra las violaciones de ciertos
derechos fundamentales. no para remediar omisiones o negligen-
cias procesales de la parte. -

Octavo.-EI Ministerio Fiscal, en su escrito de alegaciones de 20
de abril de 1983, considera que la sentencia impugnada vulnera el
artículo 24. l,.de la Constitución al oponer a la admisión del
recurso de casación un obstáculo formal que puede calificarse de
excesivo y desproporcionado en sus efectos respecto a la finalidad

que con él se pretende. Por "Uo estima que procede conceder el
amparo solicitado, anulando la Sentencia de la Sala Sexta del
Tribunal Supremo de 2 de diciembre de 1982, y reponiendo las
actuaciones en momento adecuado para que la Sala dicte otra en
la que resuelva el recurso de casación interpuesto.

El Ministerio Fiscal aduce las siguientes razones:
a) El recurso de casación es una institución altamente fornlali­

zada; las normas que lo rigen son rigurosas y su cumplimiento
escrupulosamente exigido. A diferencia de lo que ocurre en la
apelación, el recurso extraordinario de casación. en sus dos
modalidades, no procede sino por unos determinados motivos,
taxativamente formulados por la Ley, lo que abre un amplio campo
a su inadmisibilidad y origina con notable frecuencia la desestima~

ción de dichos recursos por defectos de forma.
Este formalismo, como denuncian los recurrentes en su escrito.

puede en ocasiones resultar excesivo, máxime tratándose de un
proceso de las características del laboral; ya la Sala Sexta del
Tribunal Supremo, en algunas de sus sentencias. ha procurado
soslayar las graves consecuencias que podrían derivarse de riguro­
sas e¡:igencias formales.

b) El Tribunal ConstitUCional ha tenido ocasión de manifes­
tarse respecto a los posibles excesos formalistas en materia de
casación y suplicación y las consecuencias que en cuanto a la
vulneración del derecho a obtener la tutela judicial efectiva pueden
denvarse. Así ha afirmado que dicho derecho puede restringirse en
la medida en Que la restricción actúa al servicio de la efectividad
o promoción de otros bienes o derechos fundamentales y no existe
norma alguna en la Constitución que obligue a la existencia de una
doble instancia O de unos determinados recursos en materia
laboral, pero Que, cuando la Ley ha establecido tales recursos, no
pueden admitirse obstáculos que puedan estimarse excesivos, que
sean producto de un innecesario formalismo, o que no aparezcan
justificados o proporcionados conforme a las finalidades' que
establecen.

c) De acuerdo con la doctrina anterior, el problema estriba en
determinar si los denunciados defectos del escrito de formalización
del recurso de casación, viMOS a la luz de las normas constituciona~

les en general y, en concreto, del derecho de todos a obtener la
efectiva tutela judicial, tienen una trascendencia real que justifique
la inadmisión del recurso o, por el contrario, resulta desproporcio­
nado atribuirles tal efecto.

A este respecto el Ministerio· Fiscal analiza los requisitos
exigidos por el artículo 1. 720 de la Ley LEC en relación con el caso
de autos.

En cuanto a la necesidad de expresar el prárrafo del artículo 167
de la Ley de Procedimiento Laboral en que se halle comprendido
el motivo del recurso, a su juicio es correcto el planteamiento de
los recurrentes, pues el único motivo del recurso es el del número
1 del mencionado artículo, dado que, como se indica en el escrito
de formalización. la causa del disentimiento con la sentencia de la
Magistratura de Trabajo es la aplicación indebida de unas normas
y, en consecuencia, la inaplicación de otras distintas.

También estima que han satisfecho los recurrentes el requisito
de citar con precisión y claridad la Ley o doctrina legal que se crea
infringida y el concepto en que lo haya sido, pues en el escrito, y
separadas a traves de las .letras A, B y C, se distingue entre
«aplicación inqebida» e «inaplicación», y, si bien en el encabeza­
miento del apartado A) no se citan artículos concretos. en el
desarrollo del mismo 'se precisan los articulas a que se hace
referencia (arts. 39 y 65 de la Orden de 25 de noviembre de 1976
mencionada).

Por último. el escrito clarifica los distintos fundamentos del
recurso en cuatro apartados diferenciados, por lo que también
cumple con el requisito de que. siendo dos o más los motivos del
recurso, se expresen en párrafos separados y numerados.

De lo anterior deduce el Ministerio Fiscal que en el mencionado
escrito de formalización aparece expresamente y de una forma dara
que los demandantes no estiman aplicables al supuesto de hecho las
normas elegidas por el Magistrado qe Trabajo y cuál era a su
parecer la 'normativa aplicable, con carácter principal y con carácter
subsidiario, así como las razones en que fundamentan su posición.
por lo que -eoncluye- los defectos imputados .al escrito de
formalización no privan a éste de la claridad y precisión necesarias
para enmarcar el cuadro de actividad dentro del cual ha de
desenvolverse la Sala en la decisión del recurso, que es lo que
constituye la verdadera finalidad de las exigencias formales Conte­
nidas en el arto J.720 de la LEC.

Noveno.-Por su parte, la representación de los recurrentes,
insistiendo en su planteamiento inicial. aduce que, aun cuando el
derecho reconocido en el arto 24.1 de la Constitución normalmente
consiste en obtener una decisión que recaiga sobre el fondo.
también puede ocurrir. como ha señalado reiteradamente el Tribu­
nal Constitucional. que no entre ep. él por diversas razones, pero
esas razones de excepción han de ser verdaderamente razonables,
lo que no sucede en el presente caso. A su juicio. la desestimación
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del recurso de casación ha ptivadoa sus representados de los
derechos constitucIOnalmente protegidos en elartículo 24 en virtud
de un rigorismo formal, jurisprudencialmente definido, que, sin
proteger bien jurídico alguno, restringe los derechos del peticiona­
rio de justicia, desbordando ampliamente los preceptos legales en
Que tal doctrina se basa. -

Décimo.-Por providencia-de 23 de enero de 1985, se fija el día
30 del mismo mes para la deliberación de la presente sentencia.

Il. FUNDAMENTOS JURIDICOS
Primero.-El derecho a la tutela judicial efectiva, reconocido en

el arto 24.1 de la Constitución, no exige, siempre Quese respete el
contenido esencial del mismo, que dicha tutela se configure de una
forma determinada. sino que admite múltiples posibilidades en la
~rdena~ión de jurisdicciones y procesos y también, por tanto, de
instancias y recursos, de acuerdo con la naturaleza de laspretensio­
nes cuya satisfacción se inste y de las normas que las fundamentan.

Sin embargo, como ya hemos declarado en nuestra Sentencia
19/1983, de 14 de marzo. (<<Boletin Oficial del Estado» núm. 87, de
12 de abril). cuando el legislador ha establecido un cierto sistema
de recursos -configurando así la tutela judicial de un detern1.inado
modo- elrlerecho reconocido en el arto 24.1 de la Constitución
comprende también el de hacer uso de esos instrumentos procesa-
les. . -

Tal doctrina es por entero aplicable a la casación. como ha
señalado también este Tribunal en anteriores Sentencias. Y ello
porq~e, aun siendo cierto que el recurso de casación responde en
su ongen a la finalidad de asegurar el sometimiento del Juez a la
Ley, c~mo pO,stulado del Estado de Derecho, y hoy cumple además
l~ funCión objetiva de fijar y unificar la interpretación jurispruden­
clal, es asimismo cierto que constituye también un medio a 'través
del cual el recurrente puede pretender la tutela de sus derechos e
inter~~es legítimos, lo que, en definitiva, significa que el recurso en
cuesuon es uno de los -instrumentos que sirven para ejercitar el
derecho reconocido en el arto 24 de la Constitución.

Segundo.-EI contenido garantizado en el mencionado precepto
no se agota en el acceso al recurso, sino que comprende el derecho
a obtener una resolución juridicamente fundada que normalmente
ve,rsará sobre el fondo del asunto, si bien puede limitarse, como
reiteradamente ha señalado este Tribunal, a declarar la inadmisión
del recurso en el caso de que no se den los requisitos establecidos
legalmente, entre los que han de incluirse, sin duda, los de carácter
formal.

El legislador, teniendo en cuenta la n'aturaleza y finalidad del
proceso y en a~as de la certeza y seguridad jurídicas, puede exigir,
y con frecuencia así lo h<\ce, que los supuestos de hecho de los que
se derivan consecuencias jurídicas se manifiesten o se hagan
constar respetando ciertas formalidades, y declarar que tales
consecuencias no se tendrán por producidas cuando no se hayan
obser.vado aquéllas. ,Ahora bien, aunque el legislador goce de un
amplio margen de libertad en esta materia, tales requis~tos, que,
suponen una limitación al ejerciclO de un derecho fundamental. no
pueden ser fijados arbitrariamente, sino que han de responder a
la .natur,aieza del proceso y a las finalidades que justifican su
eXistenCIa.

Por la misma razón, las normas que contienen los requisitos
formales han de ser aplicadas teniendo siempre presente el fin
pretendido al establecer dichos requisitos, evitando cualquier
exceso formalista que los convertiria en meros obstáculos procesa­
les y en fuente de incertidumbre e imprevisibilidad para la suerte
de las pretensiones en juego. Así lo ha puesto de relieve este
Trib':lnal Constitucional en su Sentencia 57/1984, de 8 de mayo, en
la mIsma linea mantenida en Sen¡ericias anteriores.

T~rcero.-En el recurso de casación las exigencias formales
adqUIeren una especial relevancia;' pues 105 requisitos de esta
na~u~;;tleza ~a~ecen consustanciales a ese instituto procesal, según es
opm,lOn unanlme de la doctrina y de la jurisprudencia casacional.
PrecIsamente la razón última por la que el Abogado del Estado
insta la desestimación del presente recurso de amparo es la de que
el forma!lsmo es absolutamente imprescindible para que el recurso
de casaclOn pueda cumplir su función. .

Pero, de acuerdo con las consideraciones anteriores, es preciso
~iStlngulr entre el rigor. formal que viene exigido, o cuando menos
Ju~t1ficado. J?or la naturaleza del mismo recurso y que, como ha
senalado la Sala Sexta del Tribunal Supremo en su Sentencia de 6

}le junio de 1979, sirve '«para enmarc;ar el cuadro de actividad
dentro del cual ha de desenvolverse la Sala en la decisión del
recurso», y .un exceso formalista que no puede cumplir otra función
que la de dificultar la utilización del instrumento procesal. Y es en
ese terreno donde el recurrente sitúa la posible vulneración del
arto 24 de la Constitución. '

Cuarto.-El art. 1. 720 de la LEC, en su redacción anterior a la
Le.y vigente 34~ 1984, de 6 de agosto, de reforma urgente de la LEC,
eXLge en su parrafo primero que en el escrito interponiendo el
recurso de casación se exprese el párrafo del arto 1.692 en que se

halle comprendido y se cite con precisión y claridad la ley o
doctrina legal que se estime infringida y el concepto en que lo haJa
sido. Y el arto 1.729 de la misma Ley establece en sus apartados 4. y
6.° que no habrá lugar a la admisión del recurso cüando se
hayan citado con precisión y'claridad las leyes que se consideren
infringidas y el concepto en que lo hayan sido, y.cuando al alegar
la infracción de una ley que contenga varias- disposiciones no se cite
concretamente la disposición o articulo que se suponga infringido.

A diferencia de lo que ocurre en otros ordenamientos de nuestra
misma cultura jurídica, la citada nonnativa, aplicable al presente
caso, exige que se especifique no sólo el precepto que se considere
infringido, sino también el modo en que lo ha sido, de manera que
el recurrente ha de concretar si la infracción ha consistido en
violación, interpretación errónea o apliCación indebida de la
correspondiente norma', expresiones contenidas en el arto 1.692, 1,
de la LEC, y que han sido interpretadas jurisprudencialmente como
tres conceptos distintos de infracción. A este deber de calificar la
infracción mediante las mencionadas expresiones -que reproduce
literalmente el arto 167, 1.0 de la Ley d~ Procedimiento Laboral,
aplicable al caso de autos- se une el de hacerlo sólo con arreglo a
uno da tales conceptos, porque la jurisprudencia entiende que éstos
son distintos e incompatibles entre sí, de modo que 'un mi!m1o
precepto legal no puede ser infrin~do más 'que por uno de ellos.

Sobre la base de esa diferenciación y contraposición de los
conceptos de infracción, nuestra jurisprudencia éxige que cada uno
de ellos se formule como motivo disunto -pOrque dIstintos han de
ser también los preceptos afectados-, mediante párrafos separados
y numerados, lo que significa que la exigencia del párrafo 2.° del
arto 1.720 de la LEC -que ordena expresar así los motivos o
fundamentos cuando fuesen dos o más- se traslada y aplica a esos
diferentes conceptos que la ley procesal, al enumerar los mótivos
de- recurso de casación por infracción de- ley o doctrina legal,
yuxtapone en el arto 1.692. 1.0 de la LEC. A esta exigencia de
expresión de tos conceptos 'en párrafos separados y numerados se
refiere. s1'l1. duda, la Sentencia objeto del presente recurso de
amparo cuando fundamenta la inadmisión del recurso de casación
en un <<planteamiento acumulado de diferentes conceptos de
infracción» y recuerda la necesidad de que el recurso se formalice
«sin involucrar la violación por inaplicación y la aplicación
indebida».

En el caso Q,ue nos ocupa no es preciso examinar si la
interpretación junsprudencial de las normas proce~les es confor­
me a la ConstItución y responde al mandato positivo que, como
reiteradamente ha afinnado este Tribunal Constitucional, obliga a
interpretar la normativa aplicable en el sentido más favorable para
la efectividad del derecho fundamental, cuyo contenido normal es.
el de obtener una resolucion de fondo fundada en derecho, pues
sólo en el caso de que las exigencias fonnales, fijadas jurispruden­
cialmente, se interpretaran a su vez con extremado formalismo
podría decirse que han sido infrin~das en el presente recurso. Está
claro que en éste no se ha prodUCIdo la «amalgama» de conceptos
que denuncia la Sentencia antes citada, y, además, sólo en
apariencia se ha incumplido el deber de exponer los conceptos en
párrafos separados y numerados. El escrito de fonnalización del
recurso de casación, cuyo contenido hemos recogido en el antece·
dente segundo, contiene un motivo único fundado en el número 1.0
del arto 167 de la Ley de Procedimiento Laboral, pero de inmediato
se da entrada en él a cuatro submotivos ordenados con las
letras A, B, C y D, de modo que resulta una nítida separación .
externa de cuatro fundamentos, motivos del recurso, de cuatro
diferentes infracciones que se alegan en fundamentación de lo que
se solicita. Cierto que el arto 1. 720 de ~ LEC exige que cada motIvo
se exponga en párrafo aparte, pero esto no quiere decir que
necesariamente dicho párrafo haya de ir encabezado por la expre­
sión «motivo» o «fundamento», ni veda tampoco un tratamiento
de algunos de ellos como submotivos -claramente diferenciados
entre sí- de un «motíva único», proceder que, por cierto, viene
avalado por el texto literal del art. 167 de la Ley de Procedimiento
Laboral. Del mismo modo, lá exigencia del art. [.720 -separación
y numeración- ha de entenderse cumplida cuando los párrafos se
acompañan de letras y no de números, porque lo que importa en
definitíva no es cómo se denomina cada uno de los fundamentos
ni cUál sea el signo con que se les ordena, sino que haya «claridad
y precisióM, exponiéndose separadamente y en orden correlativo
cada una de las infracciones que se denuncian como fundamentos
del recurso. .

. Igua.lmente cabe concluir que los recurrentes han cumplido la
eXigenCia legal de citar concretamente la disposición o artículo que
se suponga infringido. Cuando los recurrentes comienzan denun­
ciando la «violación por inaplicación total. debida con arreglo a sus
arts. 1.°2.° Y 3.° de la Orden ministerial de 25 ele noviembre de
1976, que aprobó la Ordenanza Laboral para Establecimientos
Sanitarios de Hospitalización, Consulta y Asistencia» (apartado A)
no mencionan! es ve.rda~, c:n el encabezamiento los preceptos de l~
Orden que estlman mfnng¡dos, pero lo hacen cuando, a continua·
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ci6~. aespués de fundamentar la aplicabilidad de la repetida Orden,
citan expresamente los arts. 34 y 65 como aquellos que debieron
aplicarse para determinar lo que constituye la cuestión de fondo del
recurso: La determinación de las horas trabajadas en exceso y el
criterio a seguir para calcular la correspondiente retribUCión.
Tampoco hay mención de artículos y preceptos cuando los recu·
rrentes invocan la «aplicación indebida, por inadecuación a las
normas, del Real Decreto de 28" de octubre de 1977, Orden
ministerial de 9 de diciembre de 1977. YOrden en desarrollo de 21
de enero de 1978)) (apartado B), pero tal cita no parece razonable·
mente exigible cuando lo Que se rechaza no estan sólo un prccpeto
u otro, sino la aplicabilidad de la normativa en su conjunto. Sí se
hace tal invocación precisa cuando se denuncia (con carácter
subsidiario, violación por aplicación del arto 24 de la Ley de
Jornada Máxima de 1 d.julio de 1931» (apartado C), y, por último,
«con carácter subsidiario: Violación por inaplicac1.<ín del arto 3,
párrafo 2.° de la Orden ministerial de 9 ~e diciembre de 1977~)
(apartado 9), motivo este. último en el que se afirma que, aun
considerando aplicable el régimen de dicha Orden ministerial. lo
que antes se ha negado, no debió aplicarse el precepto concreto que
ahora sí se cita. HaYl en consecuencia, una identificación clara y
precisa de las normas que se estiman infringidas, aun cuando en la
primera de las motivaciones del recurso los preceptos concretos no
se mencionan en el eneabezamiento del parrafo, sino en su cuerpo.

Quinto.-Si el recurrente en casación tiene el deber de motivar
su recurso en términos que identifiquen claramente la infracción
que denuncia para de ese modo «enmarcaf el cuadro de la actividad
dentro del cual ha de desenvolverse la Saia en decisión del mismQ)),
está claro que los demandantes de amparo han afrontado correcta­
mente ~sa C8Tgfl: Han detenninado clara y precisamente qué
conceptos creen que se les debieron aplicar y cuál es el fundamento
de su pretensión, y han determinado en iguales términos las
normas cuya aplicación reclaman. Y. lo han hecho, además,
ateniéndose a las formalidades legal y jurisprudencialmente fijadas:
Citando las disposiciones en términos bien concretos, no «amalga­
mando» conceptos de infracción, y exponiendo éstos en párrafos

3614 Sala Segunda. Recurso de amparo número 439/1984.
Sentencia número /S/1985. de /1 de febrero.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, compuesta por
don Jerónimo Arozamena Sierra, Presidente, y don Francisco
Rubio L1orente, don Luis.Diez-Picazo )1 Ponce de León. don
Francisco Tomás y Valiente, don Antonio Troyol Serra y don
Francisco Pera Verdaguer, Magistrados, h~ pron~nciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente
SENTENCIA

En el recurso de amparo promovido por doña Agustina García
Martín y don Benigno, doña María Teresa y doña Adoración
Sanjefaquín García, repreSentados por la Procuradora doña Pilar
García Gutiérrez y bajo la dirección del Abogado don Javier Checa
BOSQue, contra la Sentencia de la Sección Primera de la Audiencia
Provincial de Zaragoza de 26 de mayo de 1984, que, como
herederos del responsable civil subsid13rio, les condenó a indemni­
zar a la Mutua Patronal de Accidentes de Trabajo «.-'\sepeyo))~

habiendo sido parte en el presente proceso de amparo la refenda
Mutua, representada por el Procurador don Alejandro García
Yuste y asistida del Abogado don Antonio Fuertes Leganés, e
intervenido el Ministerio Fiscal; siendo Ponente el Magistrado don
Francisco Rub!o L1orente, quien expresa el parecer de la Sala.

L ANTECEDENTES

Primero.-Como consecuencia de una colisión producida el 30
de marzo de 198 J por un camión de una empresa dedicada al
transporte de mercancías, que pertenecía a don Jase Sanjoaquin
Izquierdo, y de la que resultaron, además de daños, lesiones del
ayudante del conductor, que fue atendido en las instalaciones
sanitarias de «Asepeyo» con la' que aquél tenia concertado la
cobertura de accidentes de trabajo en la actividad del transporte, se
siguieron Diligencias Preparatorias con el núm. 15/1982 del Juzga-
do de Instrucción de Tarazona. .

Segundo.-Habiendo fallecido don José Sanjoaquin Izquierdo
antes de la celebración del juicio oral, el Juez de Instrucción de
Tarazana se dirigió mediante exhorto al Juez Decano de Zara~02a,

interesando que se practicara la diligencia consistente en nooficar
a Ic;>s «familiares del responsable civil subsidiario José Sanjoaquín
IZQuierdo,calle Silvestre Pérez, 31 (hijo, Benigno Sanjoaquín
García), como herederos del mismo), el Auto que se acompañaba,
en el que se aecretaba la responsabilidad civil subsidiaria, y

separados y ordenados. Que aquella cita no se haya hecho siempre
en el encabezamiento del motivo, sino en su cuerpo, y que estos
párrafos no se denominen «motivos) sino que se traten eomo

'submotivos de uno·-que los engloba, y que no se ordenen con
números sino con letras, son infracciones que no restan en absoluto
claridad y precisión al escrito.·-Fundarse en ellas para denegar su
admisión es tanto como negar el acceso a la tutela judicial por
motivos que no guardan relación con la peculiar naturaleza del
recurso de casación, infringiéndose así el derecho que a todos
reconoce el art. 24.1 de la Constitución. .

FA LLO
En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional,

POR LA AUTORIDAD QUE )..E CONFIERE L'" CONSTITU­
ClON DE LA NACION ESPANOLA,

Ha decidido:

Otorgar el amparo solicitado por don Enrique Carrasco Sainz y
don Francisco Javier Montes Pérez, y en su virtud:

Primero.-Declarar la nulidad de la sentencia dictada por la Sala
Sexta del Tribunal Supremo, de 2 de diciembre de 1982.

Segundo.-Retrotraer las actuaciones al momento inmediata­
mente anterior a dictarla.

Tercero.-Reconocer el derecho de los recurrentes a que no se
inadmita el recurso de casación por los motivos contenidos en ~I

considerando único de la sentencia anulada. quedando restablecl~

dos en su derecho mediante la nueva sentencia que habrá de dictar
la mencionada Sala. ,

Publíquese esta sentencia en el «Boletín Ottcial del EstadQ)).

Madrid, 9 de febrero de 1985.-Manuel García~Pelayo Alon­
so.-Angel Latorre Segura.-Manuel Diez de Velasco ValJejo.-Gloria
Begué Cantón.-Rafael Gómcz Ferrer Morant.-Firmados y ru-
bricados. .....

emplazarles para que comparecieran en la causa con Abogado y
Procurador; notificación y emplazamiento que se verificaron ellO
de febrero de 1983. en presencia de don Benigno Sanjoaquín
García, quien el día 12 del mismo mes compa!'eció ante la
Secretaría del Juzgado a fin de designar Abogado y Procurador que
lo representasen. En el mismo acto. el señor Sanjoaquín García
puso en conocimiento del Juzgado que, de acuerdo con su
Compañía de Seguros. «Aurora, Compañía Anónima de Seguros)),
habían llegado a un entendimiento con dos de los perjudicados.
cifrado en la renuncia de los mismos a toda clase de acciones que
pudieran corresponderles, al haber sido debidamente indemni­
zados.

Por Auto de 29 de abril de 1983, el Juzgado de Tarazana, en
atención a que los perjudicados citados habían renunciado a las
indemnizaciones que el Ministerio Fiscal había solicitado para
ellos, acordó reformar la declaración de responsabilidad civil
subsidiaria de don José Sanjoaquín Izquierdo, en el sentido de
exigirle una fianza por la suma de 1.979.459 pesetas, así corno
requerir a los familiares de aquél para que, conforme a lo acordado,
prestasen la indicada fianza.

Tercero.-Evacuado el correspondiente tramite de conclusiones,
en el que la defensa de don Benigno Sanjoaquín Garcia negó su
legitimidad (legitimación) en el procedimienlo, ya en el propio
juicio oral, la acusación particular, ejercitada por «Asepeyo)),
solicitó, como cuestión pre"\da, la suspensión de aquel, «por haber
fallecido el responsable civ.il y haberse citado a uno de sus hijos)),
y denegada tal petición, en las conclusiones definiti vas del Ministe­
rio Fiscal y de dicha acusación, la petición de responsabilidad civil
se hizo eXtensiva a los herederos del que lo' era con carácter de
subsidiario.

Cuarto.-EI Juzgado de Instrucción, con fecha de 3 de diciembre
de 1983, dictó Sentencia en la que declaraba no haber lugar a
decretar dicha responsabilidad civil a favor de la parte acusadora
«Asepeyo)) como consecuencia de la asistencia sanitaria prestada al
le;ionado. Pero apelada la Sentencia, la Audiencia Provincial. por
la suya de 26 de mayo de 1984, condena «... al responsable civil
subsidiario José Sanjoaquín Sanchez (equivocando, sin duda, el
segundo apellido, debiendo constar el de Izquierdo), y por falleci~

miento del mismo, a sus herederos a indemnizar a "Asepeyo" en
la cantidad de 1.936.259 pesetas).

Quinto.-La Procuradora doña Pilar García Gutiérrez, en nom­
bre y representación de doña Agustina Garcia Martín y' de los
hermanos don Benigno, doña Maria Teresa y doña Adoración
Sanjoaquín Garcia, por medio de escrito presentado el 19 de junio
de 1984, interpuso recurso. de amparo Gontra la referida Sentencia
de la Au(jiencia Provincial de Zaragoza de 26 de mayo de 1984. En


